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Resumen
El artículo sostiene que si bien en Chile se han efectuado sendas 
reformas al sistema judicial, como la reforma procesal penal, la 
reforma laboral y los tribunales de familia, la confianza de la 
ciudadanía en los jueces sigue estancada en niveles preocupan-
temente bajos. Se plantea por tanto que esta brecha debe servir 
de alerta para repensar y ajustar la agenda de reformas al siste-
ma judicial chileno. Se argumenta que el sistema debe atender 
a su confiabilidad, lo que requiere incorporar y servir de mejor 
manera los principios fundamentales de la democracia, bajo el 
ideal de Lincoln del gobierno democrático “desde, por y para el 
pueblo”. Para ello, se propone un nuevo conjunto de reformas 
destinadas a hacer que el sistema de justicia sea más democráti-
camente confiable y, con ello, capaz de recuperar la confianza de 
la ciudadanía. 

Palabras clave: jueces, confianza ciudadana, Estado democrático de derecho,  
reformas judiciales.

INTRODUCCIÓN

Durante la transición a la democracia, la reforma de la justicia ocupaba un 
lugar destacado en la agenda política en Chile y toda América Latina. Los poderes 
judiciales durante las dictaduras eran, en el mejor de los casos, débiles e ineficaces, 
y, en el peor, cómplices de la represión. Desde entonces, los países de la región han 
trabajado arduamente para asegurar que el Poder Judicial sea más correcto desde 

*1 Este artículo se basa en la presentación efectuada para la conferencia anual de la revista Latin American 
Legal Studies, en la Universidad Adolfo Ibáñez, Santiago, Chile, el 17 de octubre de 2018. La autora 
agradece los comentarios de los asistentes, particularmente de los comentaristas Jorge Correa Sutil 
y el ministro Sergio Muñoz. La autora agradece también a Valentina Salas Ramos y Bruno Franco 
Netto por asistir en la investigación para este artículo, y a Bianet Castellanos, Christina Ewig, Elisabeth 
Jay Friedman, Lorena Muñoz y María Francisca Zapata por sus comentarios útiles sobre borradores 
anteriores.

** Universidad de Minnesota, Twin Cities, Estados Unidos (hilbink@umn.edu). Artículo recibido el 7 de 
junio de 2019, y aceptado para su publicación el 23 de julio de 2019. Traducción propia de la autora.
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el punto de vista procedimental, y más profesional y eficiente.1 En algunos países, y 
sobre todo en Chile, estas reformas han traído mejoras notables. En Chile los niveles 
de independencia judicial y otros indicadores que evalúan el funcionamiento del 
sistema jurídico se encuentran entre los más altos de América Latina.2 En las clasifi-
caciones del World Justice Project de los últimos cinco años, Uruguay, Costa Rica y 
Chile ocuparon los tres primeros lugares, respectivamente, en la región de América 
Latina y el Caribe.3 Ciertamente, los analistas regionales generalmente agrupan a 
Chile con Uruguay y Costa Rica como los países de la región que poseen altos nive-
les de Estado de derecho, y caracterizan a Chile como un país en el cual existe una 
“cultura de cumplimiento con la ley”.4

Sin embargo, desde la década de 1990, la confianza pública en el sistema de 
justicia en Chile se ha desplomado y se ha estancado a niveles muy bajos. Esto es evi-
dente tanto en encuestas nacionales como internacionales. En un estudio de opinión 
pública llevado a cabo por el PNUD en 2016, por ejemplo, solo el 8% de los partici-
pantes estuvo de acuerdo con que “En Chile, el sistema de justicia funciona bien”.5 
En otro estudio, liderado por el Centro de Encuestas y Estudios Longitudinales de la 
Universidad Católica en 2015, el 59% de los encuestados señaló que “la situación ac-
tual del sistema judicial en Chile es peor que hace 10 años atrás”, un 30% mencionó 
que “es igual que hace 10 años atrás” y solo un 11% indicó que “es mejor que hace 
10 años atrás”.6 Encuestas en la región muestran que Chile está consistentemente 
bajo el promedio regional de confianza en el Poder Judicial (que no es muy alto), y 
se encuentra reiteradamente entre los países con niveles más bajos de tal confianza, 
junto con Honduras y Paraguay –países con niveles de capacidad y estabilidad ins-
titucionales mucho más bajos que en Chile–.7 Finalmente, en un estudio de opinión 
pública llevado a cabo por la organización Gallup en 2007 y 2014, Chile obtuvo el 
nivel más bajo de confianza en el sistema judicial entre los 34 países de la OECD.8

En este artículo sostengo que esta brecha –entre los indicadores de calidad 
institucional y las percepciones populares del sistema de justicia– debe servir como 
una alerta para los profesionales del sistema de justicia y formuladores de políticas 
públicas en Chile de que es hora de repensar y ajustar la agenda de reformas. En 
las últimas décadas, las reformas judiciales en Chile –como en la región en gene-

1  Domingo y sieDer (2001); Hammergren (2007).

2  Véase Linzer y staton (2015), p. 237.

3  Véase http://data.worldjusticeproject.org/#/groups/CHL. 

4  bergman (2009); PnUD (2014).

5  PNUD (2016).

6  Véase Centro De enCUestas y estUDios LongitUDinaLes (2016).

7  Véase  http://www.cl.undp.org/content/chile/es/home/presscenter/pressreleases/2016/09/09/
pnud-presenta-iv-encuesta-auditor-a-a-la-democracia.html  y http://www.latinobarometro.org/
latOnline.jsp

8  Véase OECD (2015), pp. 170-171, disponible en http://www.keepeek.com/Digital-Asset-
Management/oecd/governance/government-at-a-glance-2015/citizen-satisfaction-with-public-
services_gov_glance-2015-56-en#page2.
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ral– han sido de naturaleza altamente técnica, destinadas a actualizar los códigos de 
procedimientos, modernizar las estructuras existentes y mejorar la eficiencia, con el 
objetivo principal de fomentar la inversión y asistir las preocupaciones de los sectores 
económicos poderosos.9 Han sido concebidos y diseñados desde arriba hacia abajo, 
y se han centrado en lo que sucede dentro o alrededor de la sala de audiencias entre 
los distintos operadores del sistema.10 Aunque estas reformas han tenido bastante 
éxito en Chile.11 y, para tomar prestada una metáfora de Jorge Correa, “Cenicienta 
ha podido quedarse en la fiesta”,12 la poca confianza que tiene el público chileno en 
su sistema de justicia indica que se necesita una nueva generación de reformas.

Específicamente, lo que argumento en estas páginas es que para recuperar (o 
tal vez, construir) la confianza pública, el sistema de justicia chileno debe atender a 
su confiabilidad, lo que requiere que incorpore y sirva de mejor manera los prin-
cipios fundamentales de la democracia -y de un Estado democrático de derecho-. 
Basándome en la famosa concepción tripartita de Abraham Lincoln de un gobierno 
democrático como uno “desde, por y para el pueblo”,13 pero adaptándola un poco, 
sostengo que hay tres áreas principales en que los encargados de diseñar políticas 
públicas deben trabajar:

- Primero, se debe asegurar que la capacitación y los incentivos profesionales 
habiliten a los operadores del sistema a practicar y comunicar un compromiso con 
la protección igualitaria de los derechos fundamentales y un trato justo y digno para 
las y los ciudadanos14 –es decir, que haya una justicia para la ciudadanía–.

- Segundo, se debe buscar reclutar y nombrar jueces con características y expe-
riencias diversas, para que los y las ciudadanas se vean reflejadas y se sientan inclui-
das en el Poder Judicial –es decir, que haya una justicia desde la ciudadanía–. 

- Tercero, se deben construir mecanismos de empoderamiento legal que ha-
biliten a todas y todos los ciudadanos para identificar, reclamar y hacer cumplir sus 
derechos –para que haya una justicia por la ciudadanía–. 

9  brinks (2009); gHai y CottreLL (2010); o’DonneLL (2004).

10  goLUb (2011); HaDfieLD y Weingast (2014); task forCe on JUstiCe (2019).

11  bLanCo et al. (2004); bHansaLi y biebesHeimer (2006).

12  Correa sUtiL (1999).

13  Abraham Lincoln, Gettysburg Address, 19 November, 1863. La frase completa es la siguiente: 
“Somos más bien los vivos los que debemos consagrarnos aquí a la gran tarea que aún resta ante 
nosotros: que de estos muertos a los que honramos tomemos una devoción incrementada a la 
causa por la que ellos dieron la última medida colmada de celo. Que resolvamos aquí firmemente 
que estos muertos no habrán dado su vida en vano. Que esta nación, Dios mediante, tendrá un 
nuevo nacimiento de libertad. Y que el gobierno desde el pueblo, por el pueblo y para el pueblo no 
desaparecerá de la Tierra”. 

14  Dado que un objetivo clave de este trabajo es enfatizar la necesidad de una mayor diversidad e 
inclusión en el sistema de justicia, a lo largo de este artículo intento utilizar un lenguaje no sexista. 
Sin embargo, en ciertas ocasiones y por temas de estilo se usa el masculino genérico o femenino 
genérico para representar tanto a hombres como mujeres en igual medida.



Lisa Hilbink4

LA
TI

N
 A

M
ER

IC
AN

 L
EG

AL
 S

TU
DI

ES
   

   
Vo

lu
m

en
 5

 (2
01

9)

Cada uno de estos temas podría ser materia de su propio artículo, pero los 
combino aquí para enfatizar la necesidad de un cambio de paradigma, desde una 
aproximación tecnocrática y enfocada en los estrados hacia otra basada en el reco-
nocimiento de que, en una democracia, las y los ciudadanos, además de ser sujetos 
de derechos, son “la fuente y la justificación de que depende el sistema político”.15 
Por lo tanto, incumbe a quienes administran la ley orientarse y esforzarse por servir 
a todos y todas las ciudadanas por igual. Cuando logran hacer esto, como lo indica 
la investigación sociológica, las percepciones y evaluaciones públicas del sistema de 
justicia mejorarán.16

En las siguientes páginas explicaré, primero, por qué la brecha entre la calidad 
institucional y la confianza pública debe preocuparnos. A continuación, expondré 
los fundamentos teóricos de mi análisis, destacando la coincidencia entre teorías nor-
mativas y sociológicas, respectivamente, sobre la legitimidad democrática de institu-
ciones de justicia.17 Sobre esa base, construiré mi argumento para un nuevo conjunto 
de reformas destinadas a hacer que el sistema de justicia sea más democráticamente 
confiable y, por lo tanto, capaz de recuperar la confianza de las y los ciudadanos. Or-
ganizaré el argumento alrededor de la concepción tripartita de Lincoln (ya anotada), 
elaborando, sucesivamente, por qué y cómo se necesitan reformas para una justicia 
para, desde y por la ciudadanía. En cada sección ofreceré ejemplos de varias fuentes 
y de varios países, los cuales representan sugerencias pero de ninguna manera análi-
sis exhaustivos. Además, a lo largo del artículo haré referencia a ejemplos de mi últi-
mo proyecto de investigación colaborativa, en el cual llevamos a cabo grupos focales 
con ciudadanas y ciudadanos chilenos, organizados por segmentos socio-económi-
cos, sexo y edad, indagando en sus percepciones del sistema de justicia, los orígenes 
de estas y las relaciones de sus percepciones con el uso, real o hipotético, del sistema 
de justicia en caso de conflictos con actores privados y públicos.18

15  o‘DonneLL (2004), p. 38.

16  Véase pp. 9-10 abajo.

17  Este artículo toma como premisa que la confianza pública en el Poder Judicial sirve como un proxy 
para la “legitimidad” del sistema judicial. Como argumenta neWton (2007, p. 3), “la confianza 
institucional se acerca al concepto de legitimación, que tiene una importancia más profunda para 
el sistema de gobierno que la confianza en líderes políticos particulares o el gobierno de la época…. 
En términos de [David] Easton, la confianza institucional es una medida de apoyo para el régimen 
político que es más importante para nuestra comprensión de la estabilidad política que las medidas 
más volátiles de apoyo para autoridades [específicas]”.

18  Este proyecto fue financiado por la Iniciativa de Derechos Humanos de la Universidad de 
Minnesota y se llevó a cabo en colaboración con la Dra. Janice Gallagher de la Universidad de 
Rutgers-Newark, con la asistencia de Valentina Salas Ramos y Juliana Restrepo-Sanín. Los grupos 
focales fueron convocados y moderados (por nosotras) con el apoyo profesional de Cadem, S.A. 
en agosto de 2017. Hallazgos selectos están disponibles en HiLbink et al. (2019), mientras otros se 
presentan en artículos actualmente bajo revisión.
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II. UNA BRECHA DESCONCERTANTE Y PREOCUPANTE

Como se ha descrito arriba, existe una brecha notable en Chile entre el desem-
peño o la calidad institucional del Poder Judicial, por un lado, y la confianza pública 
en el sistema de justicia, por el otro. Los siguientes gráficos ilustran esta brecha utili-
zando datos sobre independencia judicial y confianza en el sistema judicial. La línea 
superior en Figura 1 (abajo) demuestra el mejoramiento en la calidad institucional 
del Poder Judicial en Chile entre 1995 y 2014, capturado por la medida de inde-
pendencia judicial de Linzer y Staton.19 La línea inferior muestra la confianza en el 
sistema de justicia medida por Latinobarómetro. Lo que se debe notar en esta figura 
es que estas dos líneas no se mueven juntas, como predice la teoría (ver p. 6 abajo), 
sino que ellas se mueven en sentidos opuestos. 

Figura 1: Independencia judicial y confianza en el sistema de justicia en Chile, 1995-2015  
(elaboración propia).

Usando las mismas fuentes de datos, la Figura 2 (abajo) traza la relación entre 
independencia judicial (eje horizontal) y confianza en el sistema de justicia (eje ver-
tical) en Latinoamérica para los años 2014 y 2015, respectivamente. Lo que resalta 
aquí es que, aunque Chile tiene la puntuación más alta de independencia judicial de 
la región, el nivel de confianza en la justicia es a la par con el de Venezuela, que tiene 
el peor nivel de independencia judicial en la región.

19  Linzer y staton (2015). 



Lisa Hilbink6

LA
TI

N
 A

M
ER

IC
AN

 L
EG

AL
 S

TU
DI

ES
   

   
Vo

lu
m

en
 5

 (2
01

9)

dom

mexgtm
hnd

slv

nic

cri

pan

col
ven

ecu

per

bra

bol
pry

chl
arg

ury

Chile

20
30

40
50

60

20
15

 J
ud

ici
al

 T
ru

st
 (%

Hi
gh

)

20 40 60 80 100
2014 Judicial Independence

Fitted values country score

Judicial Trust (2015) v. Judicial Independence (2014) 

Figura 2: Independencia judicial (Linzer y Staton, datos de 2014) y confianza en el sistema de 
justicia (Latinobarómetro 2015) en Latinoamérica (elaboración propia).

La brecha ilustrada en estas figuras es desconcertante, porque la creencia ge-
neralizada en la literatura es que lo que los ciudadanos buscan del Poder Judicial es 
imparcialidad y trato justo20 y, como la independencia judicial es la clave para ga-
rantizar la imparcialidad judicial,21 la confianza pública en el Poder Judicial debería 
subir a medida que la independencia judicial mejora. Específicamente, tribunales 
que funcionan independientemente del control de actores poderosos son capaces de 
decidir casos nec spe, nec metu –sin el temor al castigo ni la esperanza del premio– y, por 
lo tanto, pueden ofrecer un trato justo e imparcial a las partes, sean quienes sean.22 
Por consiguiente, este tipo de tribunales deberían proveer,23 o al menos proyectar, la 
justicia e imparcialidad que forja la confianza individual en el sistema de justicia.24 
En las palabras de Julio Ríos-Figueroa, “la independencia es la base de la legitimi-
dad de los jueces ante las partes en la disputa, los actores políticos, y el público en 
general”.25 Sin embargo, en Chile, existe una relación inversa entre la independencia 
judicial y la confianza pública en el Poder Judicial.

Además, esta brecha es preocupante por tres razones –una moral y dos pru-
denciales–. Primero, esta brecha señala que el buen desempeño institucional que los 
expertos observan a nivel macro, y que se muestra a través de los indicadores inter-
nacionales, no se traduce en experiencias vividas de justicia e imparcialidad a nivel 
micro. En otras palabras, las mejoras institucionales no parecen “gotear a las vidas de 

20  rotHstein y stoLLe (2008), pp. 445-7; UsLaner (2011), p. 144.

21  sHarPe (2018), p. 250.

22  büHLmann y kUnz (2011), p. 322.

23  PeffLey y roHrsCHneiDer (2014), p. 190.

24  büHLmann y kUnz (2011), p. 334.

25  ríos-figUeroa (2016), p. 24.
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las personas”.26 Desde una perspectiva puramente moral, entonces, la brecha debe 
preocuparnos.

Segundo, la confianza institucional ha sido teorizada como un aspecto fun-
damental para la efectividad del sistema judicial y para la integridad del Estado de 
derecho.27 La literatura sostiene que cuando los ciudadanos perciben que las institu-
ciones judiciales funcionan correcta y adecuadamente, ellos tendrán un sentido del 
deber de cumplir con la ley, incluso cuando decisiones particulares van en contra de 
sus intereses.28 Además, estudios empíricos indican que es más probable que los ciu-
dadanos que confían en el sistema judicial cooperen con o acudan a las autoridades 
legales para resolver disputas, para responder a la victimización y para buscar solu-
ciones cuando se vulneren sus derechos,29 mientras que personas con poca confianza 
institucional tienden a ser más propensas a aceptar o participar en conductas ilegales, 
incluido el vigilantismo violento.30 La baja confianza pública en el sistema de justicia 
puede, por lo tanto, conllevar riesgos para el Estado de derecho.

Tercero, dado que los tribunales son instituciones claves a la hora de mantener 
la rendición de cuentas horizontal,31 y que “las actitudes sobre el sistema de justicia... 
afectan la opinión de los ciudadanos hacia el resto del sistema político”,32 “no solo 
la fortaleza del sistema de justicia sino también la estabilidad de una democracia en 
sí depende de la confianza de las personas en el sistema judicial”.33 Como señalan 
los politólogos Ryan Salzman y Adam Ramsey: “Cuando un poder judicial goza de 
apoyo público, se contribuye a su legitimidad y permite la consolidación del Estado 
de derecho... pero cuando no goza de ese apoyo, puede contribuir a la inestabilidad 
del régimen”.34

Por todas estas razones, el argumento que planteo en este artículo es que en 
Chile, al igual que en muchos otros países democráticos, urgen nuevas reformas al 
sistema de justicia orientadas a fortalecer lo “democrático” en el Estado democrático 
de derecho.35 Como se ha comentado bastante en los últimos años, la democracia li-
beral está “en peligro existencial” alrededor del mundo36 y varios analistas atribuyen 
esta situación a su tendencia de ofrecer, en las palabras de Yascha Mounk, demasiado 

26  ayDin Çakir y sekerCiogLU (2016), p. 645.

27  Cann y yates (2016), p. 7; CarLin et al. (2016), p. 208.

28  gibson (1989); HoUgH et al. (2013); tyLer (2006).

29  roberts y staLans (1997); tyLer (2006); HernánDez (2010); tyLer y JaCkson (2014).

30  marien y HoogHe (2011); nivette (2016); tankebe (2009); tyLer (2006).

31  o’DonneLL (1999).

32  PeffLey y HUrWitz (2010), p. 12.

33  büHLmann y kUnz (2011), p. 318.

34  saLzman y ramsey (2013), p. 74.

35  Para una discusión de este término, ver pp. 8-9 abajo.

36  moUnk (2018), p. 18.
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liberalismo y muy poca democracia, o un “liberalismo antidemocrático”,37 en el cual 
un “modo de gobernanza tecnocrático” aísla el proceso de toma de decisiones de la 
participación popular. Los ciudadanos y ciudadanas, entonces, “no se reconocen” en 
sus gobernantes, “y cuando observan las decisiones que [los gobernantes] han toma-
do, no ven sus preferencias reflejadas en ellas”. Esta alienación ha abierto la puerta 
a movimientos y partidos políticos populistas en varios países, lo que ha puesto en 
riesgo a la democracia. Ejemplos como Hungría o Venezuela muestran que líderes 
populistas, ya sea de derecha o de izquierda, actuando en nombre del pueblo, rees-
criben las reglas del juego con el objetivo de debilitar la competencia política y per-
petuarse en el poder.38 Con esto en mente, me uno a Mounk en enfatizar la urgencia 
de repensar y reformar los sistemas políticos desde la perspectiva de la ciudadanía. 
Como él, insisto en que esto no significa para nada eliminar los ideales e institucio-
nes liberales (tales como el Estado de derecho y tribunales independientes), sino más 
bien reformarlos o reorientarlos en torno a los principios democráticos. Como señala 
Mounk, el desafío es “encontrar maneras de reformar estas instituciones para lograr 
un mejor equilibrio” entre el desempeño técnico y profesional de las instituciones 
liberales, y su capacidad de responder a la ciudadanía.39 Para realizar eso, debemos 
pensar no en la responsabilidad democrática de los jueces, sino en su confiabilidad de-
mocrática.40

III. FUNDAMENTOS TEÓRICOS

Un concepto ancla de este artículo es el Estado democrático de derecho, tal 
como es articulado, entre otros, por el politólogo argentino, Guillermo O’Donnell 
(tristemente fallecido hace unos años). O’Donnell argumentó que se puede hablar 
de un Estado democrático de derecho cuando el sistema legal satisface tres criterios: 
“Uno, defiende las libertades políticas y las garantías de la democracia política. Dos, 
defiende los derechos civiles de todo el conjunto de la población. Y tres, establece re-
des de responsabilidad y rendición de cuentas que hacen que todos los agentes, priva-
dos y públicos, incluyendo los cargos más altos del régimen, estén sujetos a controles 
apropiados y legalmente establecidos sobre la legalidad de sus actos”.41 O’Donnell 
enfatiza que el Estado democrático de derecho, como la democracia en sí, se basa en 
“una premisa de igualdad universalista”,42 es decir, en la idea fundamental de que to-

37  moUnk (2018), cap. 2.

38  Levitsky y zibLatt (2018).

39  moUnk (2018), p. 97.

40  En un artículo sobre el rol del Poder Judicial en transiciones a la democracia, Garzón Valdés hace 
esta diferencia en relación a las altas cortes, cuya confiabilidad, afirma, es “severamente afectada 
por dos factores: el procedimiento de selección de los jueces y/o una reiterada o permanente 
divergencia entre los fallos…y la communis opinio” (garzón vaLDés (2003), p. 31). Por supuesto, al 
abordar el tema de la confianza en el Poder Judicial en general, me aparto de su foco en las altas 
cortes y la judicial review. Sin embargo, su distinción es relevante y útil.

41  o’DonneLL (2004), p. 36.

42  o’DonneLL (2004), p. 39.
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dos los seres humanos son y merecen ser tratados como, iguales morales y políticos.43 
Como O’Donnell lo dice, en un Estado democrático de derecho, “todas las personas 
-incluidos aquellos que no son ciudadanos políticos (e.g., no adultos y extranjeros)- se 
consideran como agentes…[como] portador[es] de un conjunto de derechos civiles y 
eventualmente también sociales…[y] tiene[n] un reclamo legítimo para ser tratados con total 
consideración y respeto, y en igualdad de condiciones con todos los demás”.44

Desde esta perspectiva, sostengo el argumento de que las reformas a la justicia 
deben guiarse por la idea de un sistema “desde, por y para la ciudadanía.” Este ar-
gumento no está basado en una conceptualización populista o mayoritaria de la de-
mocracia, en la cual se postula la existencia de la voluntad general de un pueblo uni-
ficado (y homogéneo) que puede (y debe) ser reflejada e implementada directamente 
por representantes elegidos. Por lo tanto, no implica de manera alguna que, para ser 
democráticamente legítimos, los jueces deberían ser electos directamente o que de-
berían seguir la corriente de lo que la ciudadanía quiera.45 Más bien, mi argumento 
se basa en la idea de que la legitimidad normativa de las instituciones judiciales en 
una democracia depende del reconocimiento efectivo de las y los ciudadanos como 
agentes legales, iguales en derechos y dignidad.46 Muchas veces, y sobre todo en con-
textos de alta desigualdad social, las autoridades estatales “tienden a olvidar que su 
derecho al ejercicio de la autoridad se deriva desde abajo, [de personas] que son por-
tadoras de derechos y que deben ser tratadas con plena consideración y respeto”.47 
Cuando esto sucede, las autoridades estatales pierden su legitimidad democrática. 

Esta perspectiva normativa sobre la legitimidad de las instituciones judiciales 
en democracia se cruza con la literatura empírica sobre la legitimidad sociológica 
de estas. Como el politólogo norteamericano Tom Tyler y sus colaboradores vienen 
argumentando sobre EE.UU. y Europa occidental, se presume a menudo que una 
mayor efectividad del sistema de justicia producirá un mayor apoyo público. Sin em-
bargo, reiteradamente, la investigación ha comprobado que las evaluaciones sobre 
las instituciones del sistema de justicia se basan más en juicios normativos del des-
empeño que en juicios instrumentales sobre este. Como sostienen Tyler y Huo en su 
libro Confianza en la Ley (Trust in the Law). “El público evalúa a la policía y a los tribuna-
les en base a cómo [se percibe que] tratan al público” y “no en base al impacto de di-
chas instituciones en la tasa de delincuencia u otras cuestiones instrumentales, como 
la demora o el costo”.48 Además de percepciones de un proceso justo e imparcial en 
que las partes se sienten escuchadas, se ha encontrado que factores relacionales son 

43  raWLs (1971); DWorkin (1997).

44  o’DonneLL (2004), p. 38.

45  Correa sUtiL (1990). Para un análisis reciente de los beneficios y los riesgos de las elecciones 
judiciales en los Estados Unidos, véase geyH (2019).

46  o’DonneLL (2004). Este argumento hace eco de las ideas sobre la legitimidad democrática 
encontradas en DWorkin (1997), Habermas (1996) y Díaz (1966).

47  o’DonneLL (2004), p. 39.

48  tyLer y HUo (2002), p. 196.
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fundamentales para la percepción del trato justo. Es decir, las personas evalúan el 
grado en que las autoridades judiciales reconocen e incluyen a las y los ciudadanos 
entre aquellos que tienen estatus ante los tribunales. Como concluyen Tyler y Sevier 
en un estudio en California: “En particular, a las personas les preocupa si son tra-
tadas con dignidad, cortesía y respeto por las autoridades legales” y si el trato que 
reciben refleja “el respeto por sus derechos como ciudadanos”. Además, señalan, las 
personas ponen atención en si las autoridades “toman en serio las preocupaciones de 
los involucrados, y si buscan soluciones en las que abordan dichas preocupaciones y 
reconocen sus necesidades”.49 Si las autoridades comunican respeto y consideración 
hacia las y los ciudadanos, comunican confiabilidad y crean confianza.50

Por lo tanto, a continuación presento tres áreas de reforma que pretenden me-
jorar la calidad democrática del Estado de derecho y (así) mejorar la confiabilidad 
democrática del sistema de justicia en Chile. La literatura de las ciencias sociales 
sobre confianza institucional enfatiza que la confianza (trust) pública responde a la 
confiabilidad (trustworthiness) percibida de las instituciones.51 Y aunque es cierto, como 
ya se ha comentado, que las y los ciudadanos tienen expectativas de imparcialidad y 
trato justo por parte del sistema de justicia,52 no es suficiente que los jueces cumplan 
estándares profesionales técnicos de rectitud procedimental e independencia, o que 
procesen los casos rápida y eficientemente.53 En cambio, para que las instituciones 
judiciales ganen la confianza pública, los y las ciudadanas deben percibir y experi-
mentar el sistema judicial en su conjunto, y los tribunales y jueces que lo componen,  
como confiables en un sentido democrático, es decir, como actores y entidades que 
tratan y sirven a todos y todas como iguales moral y políticamente.

IV. JUECES Y JUSTICIA PARA LA CIUDADANÍA

4.1. Jueces y Justicia para la Ciudadanía: ¿Por qué?
La concepción famosa del gobierno democrático que Lincoln articuló en el Ge-

ttysburg Address finaliza con “para la ciudadanía”, pero comienzo aquí con esta parte 
porque los argumentos sobre la necesidad de tener jueces para la ciudadanía han esta-
do en la palestra por un largo tiempo, motivando debates sobre reformas en Chile y 
en otros países en procesos de redemocratización, por lo que probablemente suenan 
más conocidos que los otros que presentaré. En efecto, ya en 1990, en un artículo 
titulado “Formación de Jueces para la Democracia” Jorge Correa Sutil afirmó la 
importancia de construir “una cultura jurídica y judicial democrática [impregnada] 
del principio de que los jueces deben su poder y autoridad a una delegación popular 

49  tyLer y sevier (2013), pp. 1129-1130.

50  tyLer y sevier (2013), p. 1116.

51  Levi y stoker (2000); van Der meer (2017).

52  rotHstein y stoLLe (2008), pp. 445-447

53  UsLaner (2008), pp. 41-42.
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de poder, que es en nombre y en beneficio de ese pueblo que se les encomienda la función 
jurisdiccional”.54

La era autoritaria dejó claro, en Chile y en otros lugares, que la independencia 
judicial formal, si bien es importante, de ninguna manera garantiza la independen-
cia del comportamiento de los jueces.55 El nombramiento judicial, los procesos y los 
fallos, la compensación, la promoción y la disciplina pueden estar libres de control 
y manipulación por parte de actores políticos, pero los jueces pueden igualmente 
permanecer pasivos frente a violaciones de derechos y abusos de poder. Los jueces no 
solo deben estar libres de impedimentos para fallar en contra de actores poderosos 
para defender los derechos y los principios constitucionales y legales, sino que tam-
bién deben estar dispuestos a hacerlo, a verlo como su rol profesional –su deber profe-
sional–.56 Por eso, aun cuando el Poder Judicial debe organizarse alrededor del ideal 
regulativo de los jueces como “terceros neutrales”57 que administran la justicia de 
manera justa e imparcial, la identidad y el propósito del Poder Judicial y de sus ope-
radores no pueden ser neutrales. Como ha argumentado Linn Hammergren, “Un 
poder judicial independiente inevitablemente promoverá algún conjunto de valores, 
tanto en sus funciones tradicionales como en sus interacciones con el resto del go-
bierno”.58 Un Estado democrático de derecho requiere que este conjunto de valores 
incluya la protección igualitaria de los derechos fundamentales, el accountability legal 
de los gobernadores, y un compromiso con “afirmar la igualdad política de todos los 
ciudadanos”.59 Si el sistema judicial no incorpora, practica y comunica eficazmente 
estos valores, puede funcionar de una manera técnicamente justa e imparcial, pero no 
será percibido así por los ciudadanos.60

4.2. Jueces/Justicia para la Ciudadanía: ¿Cómo?

Las reformas orientadas a promover un sistema de justicia para la ciudadanía 
deben, entonces, incluir mecanismos para transmitir y nutrir valores y prácticas de-
mocráticas entre los jueces en todos los niveles, así como entre todos los operadores 
del sistema. Esto empieza con una formación jurídica y judicial anclada en principios 
constitucionalistas y del Estado democrático de derecho. Como hemos argumentado 
en un capítulo coescrito con Javier Couso hace unos años, ha habido un cambio im-
portante en la formación jurídica en Chile desde los años 90, desde un formalismo 
legal “decimonónico”, como lo describe Correa Sutil,61 hacia el “nuevo constitucio-

54  Correa sUtiL (1990), p. 294, énfasis propio. 

55  HiLbink (2007).

56  HiLbink (2012).

57  sHaPiro (1981).

58  Hammergren (1998), p. 28.

59  o’DonneLL (2004), p. 32.

60  De soUsa santos (2014).

61  Correa sUtiL (1990), p. 307.



Lisa Hilbink12

LA
TI

N
 A

M
ER

IC
AN

 L
EG

AL
 S

TU
DI

ES
   

   
Vo

lu
m

en
 5

 (2
01

9)

nalismo,” con efectos importantes en el comportamiento judicial.62 Un compromiso 
con las garantías constitucionales informó notablemente la capacitación de los ope-
radores del nuevo procedimiento penal, también como el laboral y de familia,63 y es 
importante nutrir y mantener ese compromiso en todas las jurisdicciones, incluso en 
la civil.64

Cabe mencionar que en el estudio que realizamos con grupos focales en San-
tiago en Agosto de 2017,65 el compromiso garantista del sistema penal es algo que los 
participantes reconocen. En todos los grupos, independientemente de la clase, el sexo 
y la edad, había un conocimiento básico del nuevo procedimiento penal y se expre-
saba la confianza de que si alguien fuera acusado falsamente, pasando por el control 
de la detención, el juez ordenaría su liberación. Es decir, los participantes reconocían 
que los jueces (de garantía) protegen el debido proceso penal. 

No obstante, las opiniones generales del sistema de justicia que ofrecían eran 
extremadamente negativas, aunque no sorprendentes, dados los datos de encues-
ta que cito arriba (ver p. 2). Detectamos que estas evaluaciones negativas estaban 
relacionadas con otras percepciones, y a veces experiencias, de discriminación e in-
justicia. Independiente del nivel socioeconómico, el sexo y la edad, los participantes 
compartían una visión del sistema de justicia que funciona de forma diferente para 
las personas con apellido, dinero, contactos y/o poder comparado con la manera 
en que funciona para el resto: “Es que la justicia no es pareja para todo el mundo”, 
afirmó una mujer joven del segmento C1-C2. “El estatus social influye mucho en lo 
que te pase”, dijo un hombre mayor del segmento C3-D. “Todos vemos lo que pasa 
cuando un ejecutivo se va preso…Todos sabemos que va a salir, ¿cachai?”, declaró 
un hombre joven del segmento C1-C2, pero “si eres pobre, ‘tay‘ frito,” observó un 
hombre mayor del segmento C1-C2. “Solamente a algunas personas las protege”, 
comentó una mujer mayor del segmento C3-D, “Mientras vivas en un lugar de más 
abajo no se van a preocupar de ayudarte, o se van a preocupar menos”, agregó otra 
de su grupo.66 Además, entre los participantes de segmentos de bajos ingresos, expre-
saban bastante que el sistema de justicia no toma en consideración ni los contextos 
sociales en que viven, ni sus necesidades y preocupaciones. Por ejemplo, una mujer 
joven del segmento C3-D criticó que el sistema castigara de la misma manera a una 

62  CoUso y HiLbink (2011).

63  Para el compromiso con el garantismo en la reforma procesal penal, véase Horvitz Lennon y 
LóPez masLe (2004). Lo mismo se puede apreciar en el nuevo procedimiento de tutela laboral de 
derechos fundamentalesz Ugarte CataLDo (2009). 

64  saba (2017).

65  Véase p. 4 y la nota 18 arriba.

66  Tales opiniones eran evidentes en la encuesta realizada por el Centro de Encuestas y Estudios 
Longitudinales de la Universidad Católica en 2015, en que un 95% señaló estar “de acuerdo” o 
“muy de acuerdo” con que en Chile “existen grupos privilegiados, que reciben beneficios judiciales 
ya sea por su apellido o estatus social”, y solo un 13% estuvo “de acuerdo” o “muy de acuerdo” 
con que en el país “la justicia es igual para todos.” Véase Centro De enCUestas y estUDios 
LongitUDinaLes (2016).
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persona que vende CDs piratas en la feria para ganarse la vida y a alguien que mata 
o que vende droga: “no es lo mismo… [pero] los tratan a todos por igual”. Otra 
mujer del mismo grupo comentó que cuando denunció a su ex pareja por maltrato 
psicológico, “ninguna de [las opciones que te ofrecen] te sirve de repente cuando tú 
tenis [tienes] otras necesidades”; por ejemplo, “si se va preso durante el día no te va 
a servir como un ingreso que tú necesitas para tus hijos, que necesitas que trabaje o 
que tenga como un tratamiento psicológico”.

Estos hallazgos indican la importancia de pensar en la función judicial en de-
mocracia no solo en términos de debido proceso formal, sino también en términos 
de un trato igualitario y tutela efectiva para todas y todos. Aunque los jueces siempre 
estarán limitados por lo que la ley requiere y permite (algo reconocido por los parti-
cipantes en nuestros grupos focales), una formación y perfeccionamiento de las y los 
jueces, y de otros operadores del sistema de justicia, basados más fuertemente en el 
conocimiento y sensibilidad de la realidad social de los justiciables podrían ayudar a 
reorientar la cultura y el desempeño judiciales hacia las perspectivas y necesidades 
de las y los ciudadanos más vulnerables.67

Hay diferentes mecanismos para lograr esto. Uno de ellos, que ha sido ya desa-
rrollado en Chile y debería mantenerse y expandirse, son las clínicas de asistencia legal 
que ponen a los aspirantes a abogados y jueces en contacto directo con los miembros 
de las comunidades a las cuales ellos pueden no pertenecer.68 Esta experiencia puede 
llevar a que estos profesionales se familiaricen y estén más sensibles a las necesidades 
y perspectivas desde abajo, así como también les da la oportunidad de desarrollar 
habilidades “blandas”, tan importantes a la percepción de un trato justo.69 Otro meca-
nismo, introducido por el Consejo Judicial Canadiense como parte del entrenamiento 
judicial en ese país, es un “programa de conciencia del contexto social” que incluye 
sesiones sobre pobreza, alfabetización, asuntos aborígenes, discapacidad, y violencia 
doméstica, entre otros. El objetivo es asegurar que los jueces estén “conscientes de 
las visiones sociales diversas e invitarlos a ser receptivos con los argumentos de los 
distintos sectores de la sociedad”. La idea es que, con esa consciencia y receptividad, 
los jueces “podrían…llegar a una decisión que sea aceptada por la comunidad, o, al 
menos, expresar las razones de sus decisiones con la sensibilidad apropiada”.70

Además de una formación adecuada, también es importante que la estructura 
de incentivos de la institución premie, y ciertamente no castigue, a los jueces y fun-
cionarios que demuestran compromiso con y se distinguen en la provisión de justicia 
para la ciudadanía. Como se ha observado ya desde hace muchos años, la estructura 
institucional de la judicatura chilena cultiva una mentalidad corporativa y cerrada, 

67  De soUsa santos (2014), cap. 4.

68  CarriLLo y esPeJo yaksiC (2013).

69  CHarn (2003); tyLer y sevier (2013).

70  tUrenne (2015), p. 13. Se hacen falta estudios empíricos sobre los efectos de tales programas 
sobre el comportamiento judicial tal como la percepción de los y las ciudadanas afectadas por ellos, 
directa- o indirectamente, en Chile y en general.
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en que los jueces se orientan principalmente a sus superiores jerárquicos, quienes su-
pervisan y evalúan su desempeño y mantienen control sobre la promoción.71 Respon-
diendo a este problema, la Asociación Nacional de Magistrados de Chile ha venido 
proponiendo reiteradamente una serie de reformas para hacer más transparentes, 
consistentes y justos los estándares y procedimientos en el nombramiento, supervi-
sión y promoción judiciales, abogando por la creación de un nuevo órgano adminis-
trativo, separado e independiente de la Corte Suprema, para gestionar la institución 
e incluso acabar con la carrera judicial.72 Estas propuestas, destinadas a fortalecer 
la independencia interna de los jueces, deberían ser consideradas en conjunto con 
otros mecanismos que invitan la participación del público –no necesariamente en el 
control de los jueces individuales, pero sí en términos de evaluaciones globales del 
desempeño institucional en criterios específicos–.73 Como argumentan Rottman y 
Tyler, el desempeño judicial “puede ser altamente calificado por los profesionales le-
gales, pero al mismo tiempo, ser mal calificado por parte del público”. En particular, 
el público pone más énfasis que los juristas en la justicia procesal, especialmente en 
la calidad del trato (si se escucha atentamente a todas las partes, si se trata a todas 
las partes con dignidad y respeto, si se tiene conocimiento de la comunidad). Por lo 
tanto, los programas de evaluación del desempeño judicial que abarcan comentarios 
públicos pueden y deben incardinar mecanismos para evaluar cómo los jueces tratan 
a las personas que se presentan ante ellos.74 Esto permitiría el establecimiento de 
metas de mejora en línea con las expectativas del público, y podría crear un diálogo 
entre el Poder Judicial y aquellos a quienes deben servir.

V. JUECES/JUSTICIA DESDE LA CIUDADANÍA

5.1. Jueces/Justicia desde la Ciudadanía: ¿Por qué?
Pero incluso si se optimizaran la capacitación judicial y se alinearan mejor los 

incentivos institucionales a las expectativas del público, aún es posible que los ciu-
dadanos y las ciudadanas no se vean representados o reflejados en el Poder Judicial. 
Por eso se necesitan reformas que busquen alcanzar un sistema de justicia que sea 
también desde la ciudadanía. Generalmente se entiende que cuando Lincoln dijo el 
gobierno “of the people”, se refería a un gobierno originado desde o compuesto por 
miembros representativos de la sociedad en su conjunto. En relación a la legislatura, 
esta idea está bien establecida; John Adams, por ejemplo, argumentaba que una le-
gislatura republicana “debería ser un retrato exacto, en miniatura, del pueblo en su 
conjunto, porque debería sentir, razonar y actuar como él”.75 Aunque no se puede 
transferir este ideal directamente al Poder Judicial, cuyos miembros no representan 

71  atria (2005, 2007); fLores monarDes (2006); HiLbink (2007, 2014); vargas (2007); zaPata 
(2008, 2009). 

72  Véase, por ejemplo, asoCiaCión naCionaL De magistraDos (2016).

73  Para ejemplos norteamericanos, véase PoDkoPaCz (2005) e iaaLs (2016).

74  rottman y tyLer (2014), p. 1.050.

75  Citado por gooDin (2008), p. 233.
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a los y las ciudadanas en el mismo sentido,76 parece razonable afirmar que aquellos 
que componen el Poder Judicial en una democracia no deberían provenir de un 
solo sector de la sociedad.77 Al contrario, la diversidad de ciudadanas y ciudadanos, 
plenos e iguales en derechos, deben estar presentes y representados en todas las ins-
tituciones del Estado,78 no para dar voz a “intereses o identidades fijos y específicos,” 
pero, más bien, para incluir a diferentes perspectivas en “un proceso dinámico” de 
deliberación y toma de decisiones.79 Como afirman dos analistas británicas: “Un 
poder judicial que está compuesto casi exclusivamente por miembros de una clase 
pequeña (blancos, hombres, heterosexuales y con un fondo social y económicamente 
ventajoso) no puede obtener de la comunidad más amplia el respeto necesario para 
la aceptación de sus decisiones. Como la igualdad se reconoce cada vez más como 
un componente fundamental de una democracia liberal, moderna y de buen funcio-
namiento, ya no es aceptable un Poder Judicial no representativo”.80

Sin embargo, como Roberto Gargarella sostiene, en Latinoamérica como en 
Estados Unidos, el Poder Judicial fue construido no como una institución desde el 
pueblo, sino una alejada del pueblo.81 La concepción tradicional de la imparcialidad, 
explica Gargarella, ha requerido que los jueces estuviesen socialmente alejados de las 
personas cuyos casos podrían juzgar,82 y especialmente alejados de aquellos que po-
drían tener demandas y expectativas “irracionales” (por ejemplo gente pobre, muje-
res, personas de color). La manera en que esta “distancia” se logró fue no solo por el 
aislamiento institucional del Poder Judicial, sino también, argumenta Gargarella, por 
una selección judicial que aseguraba que los puestos judiciales fueran ocupados por 
personas socialmente separadas de la gente común (y de sus tendencias irracionales). 
En la práctica histórica, esto significaba que solo hombres blancos, ricos, y educa-
dos podrían llegar al Poder Judicial.83 Y una ausencia de pluralismo social continúa 
caracterizando la judicatura en muchos países, Chile incluido, especialmente en los 
tribunales más altos.84 Esta falta de diversidad social en el sistema judicial es proble-
mática en términos de cómo funciona el sistema y cómo se percibe que funciona.

76  kenney (2012), p. 130, quien dice, “Los jueces no son agentes y los votantes sus principales.”

77  Correa sUtiL (1990), p. 311 señala que para ser democrático, un Poder Judicial debe incluir y 
reflejar el pluralismo social (mencionando específicamente la variedad étnica, política, económica, 
de sexo y de edad).

78  PHiLiPPs (1995). Este es el argumento principal detrás del movimiento por la paridad de género en 
instituciones públicas en el mundo entero, incluyendo a la Asociación de Magistradas Chilenas – 
MA-CHI. Véase asoCiaCión De magistraDas CHiLenas (2018).

79  DaHLerUP (2014), p. 67; ifiLL (2000).

80  binDman y monagHan (2014), p. 7.

81  “Too far removed from the people,” citando a James Madison, en su Federalist 49 (gargareLLa 
(2002)).

82  Véase Correa sUtiL (1990), p. 306.

83  gargareLLa (2002), p. 8.

84  Para datos sobre la composición de género del Poder Judicial chileno, véase http://secretariadegenero.
pjud.cl/index.php/mujeres-y-hombres-en-numeros-en-el-poder-judicial, y sobre el Ministerio 
Público, Cerna (2018). Sobre Estados Unidos, véase george y yoon (2016).
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Primero, un sistema de justicia carente de diversidad social excluye la posi-
bilidad de que se aplique una amplia gama de experiencias y puntos de vista en la 
administración de justicia, y sin esa gama es menos probable que los tribunales sean 
sensibles y receptivos a las necesidades y preocupaciones de diferentes ciudadanas 
y ciudadanos.85 Eso no quiere decir, por ejemplo, que solo mujeres (o miembros de 
otros grupos sociales históricamente desfavorecidos) pueden entender las perspecti-
vas de las mujeres (o de esos otros grupos) o (siguiendo con el ejemplo de género) que 
las juezas fallan de una manera distinta de los jueces (que hablan, en la frase famosa 
de Carol Gilligan, en “una voz diferente”86). No hay evidencia empírica sólida para 
sostener tales afirmaciones, al menos no como una generalidad.87 Pero sí hay eviden-
cia, por ejemplo, de que la presencia de una (o más) mujeres en un tribunal colegiado 
influye en los fallos sobre discriminación sexual (“efectos de panel”).88 Además, un 
estudio reciente sobre Cortes de Apelaciones estatales en Estados Unidos determinó 
que la presencia de una masa crítica de mujeres en el Poder Judicial del Estado (25% 
o más de todos los puestos judiciales) se correlaciona con una reducción en el uso de 
argumentos que minimizan la culpabilidad del agresor en casos de violación (“rape 
myths”), indicando que la incorporación de más mujeres en el sistema de justicia pue-
de influir en la forma en que todos los integrantes enmarcan y discuten materias de 
género.89 En resumen, una mayor diversidad en el sistema judicial sirve para ampliar 
las perspectivas y “controlar la parcialidad” de aquellos miembros de la comunidad 
que han sido históricamente dominantes, mejorando así la calidad democrática de 
la justicia.90

Segundo, si ciudadanas y ciudadanos de diversos orígenes recurren a los tribu-
nales y ven que pocos jueces comparten su perfil demográfico (de género, clase, raza, 
etnia, orientación sexual, discapacidad, etc.), ellos pueden sospechar, correctamente 
o no, que los jueces no saben, no entienden o no consideran sus perspectivas al mo-
mento de interpretar y administrar la ley. Aún más grave, si el Poder Judicial proyecta 
una imagen desigual en su composición, esto fácilmente puede ser interpretado por 

85  mansbriDge (1999); gooDin (2008).

86  giLLigan (1982).

87  Algunos estudios han encontrado diferencias estadísticamente significativas en la forma en que 
las juezas y los jueces fallan en los casos de discriminación sexual (songer, et al. (1994); boyD, et al. 
(2010); Haire y moyer (2015)), pero la mayoría de los estudios encuentran poca evidencia de tal 
diferencia en otros tipos de casos. La falta de diferencia a menudo se atribuye a las restricciones que 
la ley impone a todos los jueces (lo que limita su discreción interpretativa), así como a la presión social 
para que las mujeres se ajusten a las normas establecidas en un contexto institucional dominado por 
los hombres (ver HUnter (2015)). Otros encuentran que la ideología política o de partido es un 
predictor más fuerte de las tendencias interpretativas, lo que nos recuerda que la visión de los roles 
de género no se relaciona claramente con el sexo: los hombres pueden ser feministas y las mujeres 
pueden ser partidarias de normas patriarcales. Para un excelente tratamiento de estos debates ver 
kenney (2012).

88  farHang y WaWro (2004); Peresie (2005).

89  boUx (2016).

90  gooDin (2008), p. 249, citando a raWLs (1971), pp. 358-9.
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la ciudadanía como una desigualdad institucionalizada, poniendo en riesgo la con-
fianza y apoyo del público. Como afirma Lady Justice Hale:

En una democracia, gobernada por el pueblo..., el Poder Judicial debe 
reflejar a toda la comunidad, no solo a una pequeña parte de ella. El pú-
blico debe poder sentir que los tribunales son sus tribunales; que sus ca-
sos se están decidiendo y que la ley está siendo hecha por personas como 
ellos, y no por seres extraños de otro planeta. En el mundo moderno, 
donde la deferencia social ha desaparecido en gran medida, esto debería 
mejorar…la confianza del público en la ley y en el sistema legal.91 En 
breve, la diversidad judicial, como la independencia, es necesaria para 
su legitimidad.

Ciertamente, en nuestros grupos focales, participantes de segmentos de bajos 
ingresos y otros grupos marginados describían el Poder Judicial como socialmente 
distante o lejano a las personas como ellos, si no directamente sesgado en su contra. 
Por ejemplo, participantes de segmentos C3 y D han dicho que a los que trabajan 
en el Poder Judicial les “falta humanidad” o que están “alejados de la realidad,” y, 
como fue ilustrado más arriba, que no entienden, no sirven o no tratan justamente 
a gente como ellos. Estas percepciones de personas socialmente excluidas se parecen 
mucho a las que Peffley y Hurwitz han encontrado entre afroamericanos en Estados 
Unidos, quienes dudan de la justicia, tanto procesal como sustantiva, mientras ciu-
dadanos blancos tienen mucha más confianza en el sistema de justicia.92 Parte del 
problema en Estados Unidos deriva de la ausencia generalizada de afroamericanos 
en las instituciones de justicia, entre otras,93 y un par de estudios recientes sugiere que 
la representación descriptiva en las cortes (federales) en Estados Unidos mejora la 
percepción y aumenta el apoyo de estas por parte de los afroamericanos.94 Además, 
un estudio experimental publicado este año (2019) en una de las mejores revistas de 
ciencia política en EE.UU. ha mostrado que una integración no-mixta -en relación 
a género- de comités que toman decisiones sobre políticas públicas afecta negativa-
mente la legitimidad que los ciudadanos y ciudadanas atribuyen al procedimiento de 
toma de decisión, aun cuando la decisión nada tenga que ver con asuntos de género. 
Las autoras concluyen: “Nuestros hallazgos proporcionan la primera evidencia cau-
sal conectando la sobrerrepresentación de los hombres con percepciones disminui-
das de legitimidad democrática”, lo que, en combinación con lo que la investigación 
nos dice sobre el vínculo entre legitimidad y efectividad institucional, sugiere que “las 
instituciones homogéneas hagan una gobernanza efectiva más difícil”.95

91  HaLe (2014)

92  PeffLey y HUrWitz (2010). Veáse siDes (2013). Datos anteriores se citan en LaWyers’ Committee 
for CiviL rigHts UnDer LaW (2005), pp. 6-7.

93  george y yoon (2016). Véase también refLeCtive DemoCraCy CamPaign (2019).

94  sCHerer y CUrry (2010); baDas y staUffer (2018).

95  CLayton et al. (2019), p. 127.
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5.2. Jueces/Justicia desde la Ciudadanía: ¿Cómo?
¿Qué se puede hacer, entonces, para promover la diversidad en el sistema ju-

dicial y, con ello, potenciar su legitimidad? Como explica Kate Malleson, en países 
como Reino Unido la falta de diversidad judicial no se ha resuelto naturalmente con 
la eliminación de las barreras sociales y legales para la participación de mujeres y de 
minorías. Por lo tanto, se necesita acción positiva.96 Esto no implica necesariamente 
cuotas. Aunque cuotas (de género) en la legislatura han sido exitosas en muchos paí-
ses del mundo, en el Poder Judicial, donde el principio de mérito rige en la selección 
y hay inamovilidad en los puestos, sería más complicado aplicarlas. No obstante, 
hay varios métodos alternativos para asegurar que diversas candidatas y candidatos 
puedan competir y llegar no solo a los primeros rangos del escalafón sino también a 
los tribunales superiores.97

Primero, se pueden establecer objetivos de diversidad para la etapa de solicitud, 
señalando que la diversificación es una prioridad institucional. Segundo, se puede 
reclutar proactivamente a mujeres y a miembros de otros grupos sub-representados, 
quienes muchas veces piensan que no tienen la posibilidad de ser seleccionada/os, 
aunque son bien calificada/os y, entonces, no se presentan. Los candidatos tradicio-
nales tienden a tener redes que les ofrecen acceso informal al funcionamiento del 
sistema y a información sobre cómo mejor presentarse. Además, en muchos países 
hay un sistema (por supuesto, informal) de “tocar el hombro” (tap on the shoulder) de 
un candidato prospectivo, que funciona dentro de redes sociales establecidas. Para 
nivelar la cancha, entonces, lo que se ha propuesto, por ejemplo en Reino Unido, es 
usar ese sistema para “tocar el hombro del sub-representado”. La idea es reorientar 
una práctica establecida de “identificar, aconsejar, persuadir y adelantar” a personas 
altamente calificadas, para que beneficie a nuevos tipos de candidatas y candidatos.98 
Lo que se debe evitar, de todas maneras, son métodos de reclutamiento informales y 
secretos entre los que ya son socios del club metafórico.99

Tales iniciativas no implican el abandono del concepto de mérito en la selec-
ción judicial. Ciertamente, para puestos permanentes, es extremadamente impor-
tante nombrar a personas altamente calificadas. Pero se tiene que reconocer que no 
hay una manera neutral de definir el mérito; su definición e interpretación siempre 
involucran jerarquías de valor y de estatus.100 Los criterios siempre se basan en las 
habilidades y calidades del grupo potencial de candidatos, igual como en las activi-
dades y experiencias que tales candidatos pueden evidenciar en su currículum.101 Y 
los que hacen la selección suelen definir criterios en base a calidades y experiencias 

96    maLLeson (2009).

97    Para una variedad de ejemplos de todo el mundo, véase iDLo (2018).

98    maLLeson (2009), pp. 387-389.

99    kenney (2012), p. 27.

100  maLLeson (2009), pp. 391-393; tHornton (2007).

101  maLLeson (2006), p. 136.
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que sean familiares y similares a las suyas.102 Esta tendencia se amplifica en espacios 
de discrecionalidad. Por lo tanto, para contrarrestar la autorreplicación y promover 
la diversificación de la judicatura, se tiene que repensar los criterios de mérito de 
acuerdo con las experiencias, habilidades y características que tendrán candidatas 
y candidatos diversos, y asegurar que haya un proceso de selección transparente, en 
el cual los criterios y las reglas sean clara y públicamente articuladas de antemano. 

Al mismo tiempo, se debe pensar no solamente en cómo se designan las y los 
jueces, sino en quién lo hace.103 El sistema de nombramiento judicial en Chile, que 
concentra el poder en manos de las altas cortes y no admite participación o aporte de 
representantes de la sociedad civil, ni siquiera de la Asociación Nacional de Magis-
trados o del Colegio de Abogados, y que sigue siendo muy opaco al público, refuerza 
la idea de que las y los jueces son y deben ser “alejados del pueblo”.104 Como nota 
Bobek en referencia al caso checo, la insatisfacción pública con el Poder Judicial se 
ve impulsada por la percepción de que “la oficina judicial... es algo otorgado y con-
trolado por una estrecha camarilla de autoridades judiciales”.105 Para hacer un Poder 
Judicial más “desde la ciudadanía,” entonces, se recomienda una reforma al sistema 
de designación judicial que contempla la participación de representantes de la socie-
dad civil. Un posible modelo viene de Holanda, donde hay un Comité Nacional para 
la Selección de Jueces, compuesto por “miembros de la judicatura y de otros sectores, 
como administración pública, empresas, educación y ciencia, abogados y fiscalía”. 
Los miembros de este Comité sirven por un período de tres años. Revisan solicitudes 
y realizan entrevistas con candidatos a diferentes etapas del proceso, jugando enton-
ces un rol importante en la selección de jueces.106

VI. JUECES/JUSTICIA POR LA CIUDADANÍA

6.1 Jueces/Justicia por la Ciudadanía: ¿Por qué?
Las reformas para promover mayor diversidad y mayor representación social 

en el Poder Judicial podrían ayudar a los ciudadanos y ciudadanas a sentirse menos 
distantes y menos alienados del sistema de justicia. Sin embargo, esto no aborda el 
problema en el centro del Estado democrático de derecho: la agencia legal. Bajo un 
Estado democrático de derecho, todos los ciudadanos y ciudadanas deberían ser 
capaces de “hacer uso efectivo y proactivo de la ley cuando y como lo necesiten 
en la búsqueda de todos los objetivos legítimos de la vida”.107 Esto se conecta con 
el último punto de la concepción tripartita de Lincoln: gobierno por la ciudadanía. 

102  Está lógica está bien explicada en zaPata (2013).

103  Agradezco a un (o una) revisor anónimo de esta revista por sugerir esta formulación.

104  gargareLLa (2002).

105  bobek (2014), p. 15

106  staWa et al. (2018), pp. 47-48.

107  brinks (2009), p. 22. 
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Gobierno por la ciudadanía implica participación de las y los ciudadanos en la crea-
ción e implementación de la ley, pero esta participación no tiene que ser directa.108 
En una democracia representativa moderna, la participación directa de ciudadanos 
en el gobierno es poco frecuente, pero posibilidades para activar e influir los pro-
cesos gubernamentales son múltiples e indispensables (como el voto, la petición, la 
manifestación, etc.). En lo que respecta al Poder Judicial, la forma correspondiente 
de participación y activación es la demanda. Como nos recuerda Frances Zemans, 
la implementación de la ley depende de la acción de los ciudadanos para ponerla en 
marcha, o lo que ella llama la “movilización legal.” Son las demandas individuales 
que “determinan los beneficios que las y los ciudadanos realmente reciben de su 
gobierno”.109 Por lo tanto, cuántos y cuáles derechos se confieren “dependen de los 
factores que promueven o inhiben las decisiones [de los y las ciudadanas] de movili-
zar la ley”.110 Si las y los ciudadanos no tienen las capacidades para participar igua-
litariamente en el sistema de justicia, es decir, de reivindicar derechos y/o de buscar 
resolución judicial de disputas cuando sea necesario, no van a tener por qué creer en 
el sistema de justicia. 

En los grupos focales que realizamos (ver p. 4 y nota 18 arriba), encontramos 
que las y los chilenos, sobre todo los de sectores socio-económicos bajos, muchas veces 
carecen de tales capacidades. Carecen de una sensación de eficacia, tanto interna 
como externa, con respecto al sistema de justicia. Es decir, no saben hacer funcionar 
el sistema (eficacia interna), ni creen que el sistema funcione para ellos (eficacia exter-
na). En cuanto a la eficacia interna, entre los participantes de los segmentos C3-D, se 
notaba una falta de conciencia de derechos generalizada, falta de conocimiento sobre 
el qué hacer en caso de vulneración de derechos, y falta de accesibilidad de aboga-
dos.111 En cuanto a la eficacia externa, participantes C3-D declaraban que el sistema 
de justicia solo funciona cuando se tiene poder o dinero para hacerlo funcionar. Esto 
era evidente en comentarios como: “La justicia no es para todos”, “Funciona para el 
que tiene más poder solamente”, “La ley está hecha para los ricos” y “Si eres pobre, 
mejor que ni te pase algo, ¡porque estay [estás] perdido!”. Como se ha notado arriba, 
participantes C1-C2 reconocieron lo mismo, pero relataban experiencias en que el 
sistema sí había funcionado para ellos. En contraste, los participantes C3-D tenían 
muy poca confianza -a veces por experiencia propia- en la posibilidad de obtener una 
respuesta o resultado favorable de las instituciones judiciales. Por eso, los participantes 
C3-D tendían a decir que, frente a un conflicto serio o una vulneración de derechos, 
una persona como ellos debiera resignarse y no hacer nada.

108  No abordo aquí cuestiones de participación lega en el proceso judicial (como el jurado u otras ins-
tituciones profesionales), que serían formas directas de administración de justicia por la ciudadanía. 
Aunque existen buenos argumentos, desde una perspectiva de la teoría democrática, para aumentar 
la participación lega en el proceso judicial, no está claro que un cambio tan importante sirva para 
mejorar la confianza pública en el sistema judicial. Sobre este tema, véase maCHUra (2011).

109  zemans (1983), p. 693.

110  zemans (1983), p. 695.

111  HiLbink et al. (2019).
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Estos datos indican que el sistema judicial actual de Chile no permite a muchas 
ciudadanas y ciudadanos ejercer su agencia legal plena y efectivamente. Por lo tanto, 
un enfoque de cualquier reforma a la justicia en Chile tiene que ser el acceso a la 
justicia, dándole a la ciudadanía “la capacidad de abordar e influir en las decisiones 
de aquellos órganos que ejercen la autoridad del Estado... para adjudicar derechos 
y obligaciones”.112

6.2. Jueces/Justicia por la Ciudadanía: ¿Cómo?
En el pasado, el acceso a la justicia ha sido concebido principalmente en térmi-

nos materiales o físicos. El enfoque era la expansión geográfica de la infraestructura 
institucional y la reducción de costos para personas de bajos recursos, o lo que se 
puede llamar un enfoque en el lado de la oferta.113 Aunque los elementos de “oferta” 
siguen siendo importantes, hoy en día, al nivel internacional, se pone énfasis en el 
lado de la demanda, en la “facilitación del uso de las cortes…y de otros mecanismos 
de reclamación por las personas”.114 Como afirma Daniel Brinks:

Cualquier desarrollo institucional debe ser diseñado con vistas a ofrecer 
los recursos que aquellos sujetos legales carecen en sus interacciones 
con la ley y el sistema legal. El enfoque reactivo tradicional -intérpre-
tes para demandados indígenas, abogados gratis para demandados po-
bres- es inadecuado para esa tarea. El punto es mejorar la capacidad de los 
ciudadanos para experimentar y reivindicar todo el rango de dotaciones legales en sus 
vidas cotidianas.115

Para promover el acceso a la justicia, entonces, el “empoderamiento legal” 
es clave. Empoderamiento significa darles a las personas las “oportunidades que 
puedan usar para hacer decisiones efectivas y actuar”.116 Un actor empoderado “es 
capaz de concebir opciones y tomar una decisión” dentro de una estructura de opor-
tunidades dada.117 El empoderamiento legal se define entonces como “un proceso 
de cambio sistémico a través del cual los pobres y excluidos pueden usar la ley, el 
sistema legal y los servicios legales para proteger y promover sus derechos e intereses 
como ciudadanos y actores económicos”.118 Se trata de capacitar a las personas para 
1) identificar derechos legales, 2) identificar problemas legales, 3) identificar cómo 
reclamar derechos y 4) identificar cómo hacer valer sus derechos.119 El objetivo se 
resume en el concepto de “competencia legal”, entendida en los siguientes términos:

112  gHai y CottreLL (2010), p. 3.

113  gHai y CottreLL (2010), p. 5.

114  gHai y CottreLL (2010), p. 5.

115  brinks (2009), p. 22, énfasis en el original.

116  maranLoU (2015), p. 142.

117  aLsoP et al. (2006), p. 6.

118  Commission on LegaL emPoWerment of tHe Poor (2008).

119  maranLoU (2015), p. 149, refiriéndose a anDerson (2003).
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El sujeto competente estará consciente de la relación entre la realiza-
ción de [sus] intereses y la maquinaria de la legislación y la administra-
ción de la ley. [Ellos] conocerán cómo y cuándo usar esta maquinaria. 
Además, [ellos] verán la reivindicación de sus intereses a través de ca-
nales legales como algo deseable y apropiado. La persona competente 
en lo legal tiene un sentido de sí mismo como poseedor de derechos y 
ve el sistema legal como un recurso para validar esos derechos. [Ellos] 
saben cuándo y cómo buscar esa validación.120 Políticas públicas para 
avanzar el acceso a la justicia, y con él la capacidad de participación 
de todas las y los ciudadanos en el sistema de justicia, deben, por lo 
tanto, incluir programas de “educación [ciudadana] en rutas de acceso 
a la administración de justicia… [que] hace posible que aquellos que 
han sido vulnerados y piden el restablecimiento de sus derechos sepan 
dónde y cómo dirigirse para poder activar el aparato jurisdiccional”.121

¿En qué pueden consistir, específicamente, las políticas públicas para el empo-
deramiento legal y el acceso a la justicia? Los reformadores no tienen que mirar muy 
lejos para encontrar una gran cantidad de ejemplos que se están llevando a cabo hoy 
en países desarrollados y en desarrollo por igual. Los programas para mejorar el co-
nocimiento y las habilidades legales de las personas se han creado a nivel municipal, 
estatal y/o nacional en muchos países, construyendo la conciencia de derechos de las 
personas y su comprensión de cuándo, dónde y cómo buscar soluciones legales y/o 
navegar procesos judiciales. Estos pueden ser administrados por instituciones judicia-
les o dirigidos por ONGs, y en muchos lugares implican la capacitación de asistentes 
legales (paralegales) que hacen un trabajo de divulgación en la comunidad. Ejemplos 
incluyen el programa de Promotoras Legales Populares en Brasil,122 los Asesores de 
Derechos de Asistencia Social en el Reino Unido,123 los Navegadores de Tribunales 
de Vivienda en la Ciudad de Nueva York124 y la Iniciativa de Justicia para Mujeres 
en Guatemala.125

Una característica clave de los programas de acceso a la justicia construidos en 
torno al empoderamiento legal es su proactividad en la atención al público, es decir, 
prácticas activas con la comunidad, para llevar el sistema de justicia a la ciudadanía, 
en lugar de la ciudadanía al sistema de justicia.126 Daniel Brinks señala el exitoso 
ejemplo de “la iniciativa Balcão de Direitos, la cual envía equipos de abogados, fisca-
les, trabajadores sociales y otros defensores a varias favelas en Brasil”. Subraya que 

120  CarLin et al. (1967), pp. 62-63, citado en sarat (1977), p. 449.

121  ramos (2015).

122  Véase http://promotoraslegaispopulares.org.br/metodologia/, tratado brevemente en De soUsa 
santos (2014), pp. 62-65.

123  Wiggan y taLbot (2006).

124  sanDefUr y CLarke (2016). Véase también https://www.nycourts.gov/courts/nyc/housing/
rap_participating.shtml 

125  Véase http://womens-justice.org/es/our-work/our-programs/

126  brinks (2009), p. 22.
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el valor de esta iniciativa es que “lleva el sistema legal a las comunidades afectadas, 
más que solo abrir un poco las puertas y esperar a que la comunidad venga a las 
cortes”.127 En un libro reciente, Vivek Maru y Varun Gauri ofrecen un análisis com-
parativo de paralegales comunitarios en seis países en desarrollo: Indonesia, Kenia, 
Liberia, Filipinas, Sierra Leona y Sudáfrica. Ofrecen evidencia cuantitativa y cuali-
tativa para demostrar que los servicios paralegales en la comunidad “aumentaron la 
comprensión de la gente sobre la ley y el gobierno, aumentaron su confianza para 
actuar, y les permitió lograr una solución al menos parcial a una injusticia que de 
otro modo hubieran tenido que soportar”.128

Una propuesta relacionada, pero una que involucra una inversión más integral 
y de largo plazo por parte del Estado, es lo que se denomina alternativamente “Casas 
de Justicia”, “Centros de Acceso a la Justicia” o “Centros de Justicia Ciudadana”. Las 
Casas de Justicia se desarrollaron en Colombia a fines de los años 90 y ahora suman 
más de 100 en todo el país. Fueron diseñadas para “eliminar barreras que restringían 
el acceso a la justicia (agrupando varias instituciones en un solo edificio, ubicando 
las casas de justicia en zonas vulnerables)” y “descentralizar la oferta de justicia a 
partir del uso de métodos alternativos de solución de conflictos” para impulsar la 
auto-gestión de conflictos por parte de los ciudadanos.129 El primer Centro de Acce-
so a la Justicia en Argentina fue establecido por el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos en la ciudad de Buenos Aires en 2008, con el doble objetivo de “acercar los 
servicios de justicia a las personas que los necesitan” y ofrecer “una respuesta integral 
a problemas relacionados con la justicia al proporcionar, bajo el mismo techo, otros 
servicios que las personas que experimentan problemas de justicia pueden necesi-
tar”. Hoy en día, 90 centros de este tipo están funcionando en todo el país.130 Tales 
modelos multi-puertas figuraban en el estudio dirigido por la Dirección de Estudios 
de la Corte Suprema de Chile, durante la Presidencia del ministro Sergio Muñoz, 
en 2015. En colaboración con “actores del ámbito social, académico, público y pri-
vado,” realizaron un estudio exploratorio, nacional y comparado, cuyo resultado fue 
la propuesta de crear Centros de Justicia Ciudadanos en Chile.131 Al igual que en los 
ejemplos de Colombia y Argentina, la idea de tales Centros sería brindar a los ciuda-
danos, especialmente de sectores más vulnerables, servicios integrados para evitar la 
escalada de conflictos en la comunidad, así como para transformar la administración 
de justicia en una anclada en la dignidad, la igualdad y el respeto, incluyendo un 
enfoque más horizontal a la comunicación y la interacción con los y las ciudadanas. 
Hasta la fecha, el gobierno de Chile no ha aceptado la propuesta, pero se han senta-
do las bases en caso de que así lo decida.132

127  brinks (2009), p. 31. Véase también http://www2.defensoria.pa.def.br/portal/balcao/index.html

128  marU y gaUri (2018), p. 14.

129  PoDer JUDiCiaL, rePúbLiCa De CHiLe (2015), p. 62.

130  Véase CiC (2019).

131  PoDer JUDiCiaL, rePúbLiCa De CHiLe (2015), p. 3.

132  Además, se cuenta con la experiencia del Programa Piloto de Unidades de Justicia Vecinal, impul-
sado por el Ministerio de Justicia en 2011-12, analizado en riego y LiLLo (2014).
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Otra reforma relacionada podría ser la expansión y sistematización de progra-
mas de mediación “en los espacios donde habita la gente y donde tienen la proximi-
dad legítima para acudir [al] sistema”.133 Chile ya tiene experiencia con la integra-
ción de la mediación dentro de los tribunales de familia,134 y los juzgados de trabajo, 
además de programas diversos operados por las Corporaciones de Asistencia Judicial 
y otras agencias y servicios del Estado.135 Además de su potencial de descongestionar 
los tribunales, “la práctica de la mediación en la sociedad tiende a fortalecer la cultu-
ra democrática y el diálogo entre iguales” mientras “promueve el empoderamiento 
de las capacidades resolutivas de los conflictos y/o diferencias ciudadanas”.136

Lo que todos estos programas tienen en común es la premisa de que los ciu-
dadanos no son “víctimas que requieren un servicio técnico” sino que son agentes 
legales (potenciales) que pueden y deben tener la capacidad de “entender y usar la ley 
por sí mismos”.137 Además, reconocen que lo que las personas a menudo buscan son 
soluciones prácticas y no necesariamente recursos legales en estricto sentido. Estos 
programas tienen como objetivo “apoyar vías alternativas a la justicia” y “adaptar 
los servicios a las necesidades de justicia”.138 Al hacerlo, invitan y permiten que las 
personas participen en el sistema como portadores iguales de derechos.

VII. REFLEXIONES FINALES

Chile no es el único país de América Latina o del mundo que enfrenta bajos 
niveles de confianza en su sistema judicial. Sin embargo, es sorprendente y descon-
certante que la confianza se haya deteriorado y persistido en niveles tan bajos, a pe-
sar de una mejora significativa y sostenida en la calidad institucional. Si bien puede 
ser tentador descartar esta falta de confianza, culpándola a la ignorancia pública del 
proceso judicial, frustración por parte de los que pierden sus casos y/o cobertura 
mediática excesivamente negativa, en este artículo he argumentado que, por razones 
morales y prudenciales, la baja confianza pública en el sistema judicial debe ser to-
mada en serio. En un mundo donde la democracia está amenazada y el populismo 
autoritario está en marcha, no podemos permitirnos minimizar el descontento popu-
lar con las instituciones, sino que debemos, en cambio, tratar de comprenderlo mejor 
y responder adecuadamente.

En las páginas anteriores he sostenido que, para recuperar la confianza públi-
ca, los jueces -y todos los operadores del sistema judicial- deben poner atención a su 
confiabilidad, y para aumentar su confiabilidad, deben esforzarse por cumplir los re-
quisitos y expectativas de una ciudadanía democrática. Como lo reveló nuestro estu-

133  aLfaro et al. (2012), p. 28.

134  vargas Pavez et al. (2008)

135  aLfaro et al. (2012); gUerra et al. (2018).

136  aLfaro et al. (2012), p. 27. En el mismo sentido, véase gUerra et al. (2018).

137  marU y gaUri (2018), pp. 3 y 5.

138  task forCe on JUstiCe (2019), p. 63.
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dio de grupos focales, los y las chilenas no ven los principios democráticos reflejados 
en el funcionamiento del sistema de justicia. Como una participante (mujer joven del 
segmento C1-C2) declaró, “Mal dicha la palabra democracia, porque [hay] demo-
cracia pa’ algunos y pa’ otros no... No es democracia en la que estamos, porque las 
personas no tienen justicia, pasan por sobre, encima de nuestros derechos...”. Para 
abordar la baja confianza en el sistema de justicia, entonces, los responsables de la 
política pública deben diseñar e implementar reformas que incorporen y promuevan 
la igualdad de derechos y la dignidad de todas y todos, o, como lo he enmarcado, un 
sistema de justicia desde, por y para la ciudadanía.

Presento este argumento en un momento en que las organizaciones interna-
cionales, preocupadas por el desarrollo equitativo y sostenible en todo el mundo, 
abogan por un “enfoque de la justicia centrado en las personas”. Entre las acciones 
que recientemente recomendó el Grupo de Trabajo sobre la Justicia respaldado por 
las Naciones Unidas se encuentran:

- “Adoptar nuevos métodos de capacitación” que enfaticen no solo el cono-
cimiento legal sino también la “resolución de problemas” a través de la “escucha 
activa, manejo de conflictos y negociación, así como la atención al cliente y la reco-
pilación de datos”;

- “Aumentar la diversidad” de manera que los sistemas de justicia “se parez-
can a las comunidades a las que sirven”, a través de medidas que “aumentan la trans-
parencia en el reclutamiento y la promoción, se dirigen a los grupos marginados, y 
brindan asesoría y capacitación a las personas que históricamente han sido excluidas 
de trabajar en el sistema de justicia”.

- “Crear relaciones con las personas y las comunidades”, lo que puede reque-
rir “una nueva cultura de colaboración, apertura y capacidad de respuesta ante las 
personas y sus necesidades”.139

- Estos coinciden, sostengo, con el marco Lincolniano que he ofrecido aquí, 
e indican que ha llegado el momento de seguir esta nueva agenda de reforma en el 
sector de la justicia.140

Antes de cerrar, dos advertencias están en orden. Primero, se debe reconocer 
que reformas enfocadas solamente en los tribunales no van a aumentar la confianza 
pública en el sistema de justicia por sí solas. Hay una compleja interconexión entre 
diferentes instituciones del sistema de justicia, y si no hay una cooperación entre ellas 
es probable que las fallas en una tengan efectos secundarios en la otra.141 Además, las 
y los ciudadanos no distinguen mucho entre las diferentes instituciones del sistema 
judicial. En nuestros grupos focales, los participantes hablaron mucho del “sistema” 
y dijeron a menudo que “todo el sistema está mal”. A veces, reconocían que los 
jueces no tienen la culpa si la ley está mal hecha, pues están obligados a aplicar la 

139  task forCe on JUstiCe (2019), p. 107.

140  Véase también oeCD anD oPen soCiety foUnDations (2016).

141  brinks (2009), p. 43.
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ley existente. Pero al momento de evaluar el sistema de justicia, no separan el Poder 
Legislativo del Poder Judicial. Si perciben que el sistema produce injusticia (lo que 
en muchos casos dicen), echan la culpa a todas las instituciones del sistema. Por eso, 
sostengo que la recuperación de la confianza requiere una coordinación de las re-
formas, más allá del Poder Judicial. Segundo, en el contexto de desigualdad notoria 
que existe en Chile no se debe diseñar e implementar reformas institucionales ais-
ladas de políticas sociales. Como se ha mostrado en varios estudios recientes, en los 
países donde se perciben altos niveles de desigualdad, las personas confían menos en 
las instituciones gubernamentales.142 Con respecto a los tribunales, en particular, en 
cuanto crece la desigualdad social las personas se vuelven “más escépticas de la im-
parcialidad del sistema legal”. Sin duda, “la desigualdad hace que las personas crean 
que los líderes escuchan mucho más a los ricos que al resto de la sociedad”.143 Sería 
ingenuo, entonces, sugerir que la confianza pública en el sistema de justicia podría 
recuperarse sin abordar los problemas estructurales de desigualdad y de exclusión 
social. Pero, al mismo tiempo, sería irresponsable concluir que las soluciones a los 
problemas actuales son enteramente extra institucionales, es decir, que los diseñado-
res y operadores del sistema judicial no pueden hacer nada al respecto. Aun mientras 
las políticas fiscales y sociales deberían apuntar a reducir las desigualdades (a través 
de inversiones en salud, educación, alojamiento, empleo, etc.), a fin de mitigar las 
enormes diferencias de facto en el poder entre ciudadanas y ciudadanos formalmente 
iguales, las reformas del sector de la justicia pueden y deben diseñarse para ayudar a 
que el sistema funcione de manera más justa y democrática. La confianza pública en 
el sistema de justicia se construirá a través de la confiabilidad democrática. 

142  zmerLi y CastiLLo (2015), p. 182; véase también CHi y kWon (2016); Casas-zamora y  
Carter (2017).

143  UsLaner (2017), p. 302.
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